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RESOLUCIÓN RES/998/2015, POR LA QUE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA 
EXPIDE LA METODOLOGÍA PARA LA DETERMINACIÓN DE LOS PRECIOS MÁXIMOS DE 
GAS NATURAL OBJETO DE VENTA DE PRIMERA MANO. CUMPLE CON LOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. 
 
En la resolución mencionada, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de febrero de 
2016, el órgano regulador citó, entre otros, los artículos 42 de la Ley de los Órganos Reguladores 
Coordinados en Materia Energética y décimo tercero transitorio de la Ley de Hidrocarburos, que lo 
facultan para fomentar el desarrollo eficiente de la industria, promover la competencia en el sector, 
proteger los intereses de los usuarios y propiciar una adecuada cobertura nacional, así como para 
emitir la metodología para el cálculo de precios máximos de venta de primera mano de gas natural. 
Así, dicho acto cumple con los principios constitucionales de fundamentación y motivación, 
previstos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El primero, 
toda vez que la autoridad reguladora citó de manera destacada, como base jurídica de la 
metodología señalada, las disposiciones que la autorizan a emitirla y, el segundo, porque expuso 
las razones por las cuales estimó necesario emitir una metodología acorde con el mandato legal, 
sin que fuera necesario que, adicionalmente, expusiera las causas o razones por las cuales ejerció 
sus atribuciones en la materia, ya que, como acontece con las normas en sentido formal, basta la 
existencia de situaciones sociales que necesiten regulación para que se colme el requisito de 
motivación que, por mandato constitucional, deben observar todos los actos de autoridad. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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RESOLUCIÓN RES/998/2015, POR LA QUE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA 
EXPIDE LA METODOLOGÍA PARA LA DETERMINACIÓN DE LOS PRECIOS MÁXIMOS DE 
GAS NATURAL OBJETO DE VENTA DE PRIMERA MANO. CUMPLE CON LA FINALIDAD DEL 
ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY DE HIDROCARBUROS. 
 
En el precepto citado el legislador ordenó a la Comisión Reguladora de Energía que emitiera una 
regulación asimétrica, sujetándose a los siguientes criterios: limitar el poder dominante de Petróleos 
Mexicanos, en tanto se logra mayor participación de otros agentes económicos; observar la 
práctica común de los mercados desarrollados de hidrocarburos, petrolíferos y petroquímicos; y, 
reflejar el costo de oportunidad y las condiciones y prácticas de competitividad en el mercado 
internacional de dichos productos. En cumplimiento a ese mandato, el órgano regulador emitió la 
resolución mencionada, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de febrero de 2016, de 
la que puede deducirse que la regulación de los precios máximos de venta de gas natural implica 
una regulación asimétrica para Petróleos Mexicanos y sus empresas, cuyo efecto directo es limitar 
su poder en el mercado, al impedir que fijen precios mayores, a la vez que crea condiciones que 
propician que ese poder sea en el futuro contrarrestado con la entrada de nuevos participantes; 
además, consideró a los mercados desarrollados para establecer las fórmulas que determinan los 
precios máximos de gas natural objeto de venta de primera mano y la fórmula para establecer el 
precio máximo tiene como componente el costo de transporte, el cual incide en el costo de 
oportunidad del gas nacional. Por tanto, la resolución RES/998/2015 cumple con la finalidad de la 
disposición legal transitoria aludida. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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RESOLUCIÓN RES/998/2015 DE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. EL HECHO DE 
QUE LA METODOLOGÍA PARA LA DETERMINACIÓN DE LOS PRECIOS MÁXIMOS DE GAS 
NATURAL OBJETO DE VENTA DE PRIMERA MANO QUE CONTIENE PRODUZCA QUE 
ÉSTOS SE INCREMENTEN, NO CONLLEVA SU INCONSTITUCIONALIDAD O ILEGALIDAD. 
 
El hecho de que la metodología contenida en la resolución mencionada, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 15 de febrero de 2016, para la determinación de los precios máximos de 
gas natural objeto de venta de primera mano produzca un incremento en los precios y, en 
consecuencia, una lesión económica para los adquirentes del hidrocarburo, no conlleva la 
inconstitucionalidad o ilegalidad de dicha resolución, porque es una fase del proceso de la 
regulación del mercado de hidrocarburos perseguida por la reforma constitucional en materia 
energética, difundida en el medio oficial señalado el 20 de diciembre de 2013, que busca que en 
plazos medianos y largos se abaraten los precios como resultado del funcionamiento eficiente del 
mercado y se logre mayor bienestar a la población. Además, la circunstancia en mención no implica 
que la metodología adoptada sea irracional, inadecuada o incorrecta, si se considera que busca 
permitir mayor participación de agentes económicos, considerando las condiciones de un mercado 
competitivo, el costo de oportunidad y otras condiciones de competitividad del energético en el 
mercado nacional. Asimismo, conforme al nivel de escrutinio aplicable, los órganos de control 
constitucional no pueden establecer cuál sería la mejor estrategia económica o cuál debía ser la 
política pública en cada caso, pues esos aspectos inciden en la esfera de atribuciones conferida al 
órgano regulador, de modo que el éxito o el fracaso de cierta medida regulatoria es de su 
incumbencia exclusiva. Esto es, el examen de constitucionalidad que los órganos de amparo 
ejercen sobre el ejercicio de facultades discrecionales radica en verificar que la actuación de los 
órganos públicos cumplan con el principio de legalidad, que sean razonables y proporcionales, pero 
no desconoce la autonomía del ente regulador, ni su capacidad técnica especializada, de modo que 
no corresponde al juzgador establecer si una decisión de política regulatoria es la más conveniente 
o idónea, pues ello significaría invadir una función que le es ajena. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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PROCEDIMIENTO LABORAL (ABIERTA DILACIÓN O SU PARALIZACIÓN TOTAL). 
PARÁMETROS QUE DEBEN CONSIDERARSE EN CADA CASO PARA DETERMINAR SU 
CONFIGURACIÓN. 
 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
325/2015, que dio lugar a la jurisprudencia 2a./J. 48/2016 (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO 
INDIRECTO. POR REGLA GENERAL, ES NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE EL 
INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO NATURAL, CONTRA LA OMISIÓN DE 
LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DE ACORDAR PROMOCIONES O DE PROSEGUIR EN 
TIEMPO CON EL JUICIO, AL TRATARSE DE UNA VIOLACIÓN INTRAPROCESAL QUE NO 
AFECTA DERECHOS SUSTANTIVOS.", estableció que tratándose de procedimientos 
jurisdiccionales, la autoridad que conozca del asunto debe sujetarse a los plazos y términos que los 
rigen, en los que las partes deben obtener respuesta completa a sus pretensiones y que, por regla 
general, el juicio de amparo indirecto es notoriamente improcedente cuando se interponga contra 
actos de esta naturaleza, pues se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XXIII, en relación con el artículo 107, fracción V, a contrario sensu, ambos de la Ley de 
Amparo, a menos de que del contenido de la propia demanda de amparo se advierta que existe 
una abierta dilación del procedimiento o su paralización total, pues en tal caso, la demanda es 
procedente. Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
445, publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-Septiembre 2011, 
Novena Época, Tomo I. Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN Décima 
Séptima Sección - Acceso a la Justicia, página 1497, de rubro: "JUSTICIA, ACCESO A LA. LA 
POTESTAD QUE SE OTORGA AL LEGISLADOR EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS PLAZOS Y TÉRMINOS CONFORME A LOS 
CUALES AQUÉLLA SE ADMINISTRARÁ NO ES ILIMITADA, POR LO QUE LOS 
PRESUPUESTOS O REQUISITOS LEGALES QUE SE ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE 
UN TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN SOBRE EL FONDO DE LO PEDIDO DEBEN ENCONTRAR 
JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL.", fijó el alcance del derecho fundamental garantizado en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que la 
obligación de las autoridades jurisdiccionales de impartir justicia dentro de los plazos y términos 
fijados por el legislador, debe atender a la naturaleza y carga de trabajo de los diferentes órganos 
jurisdiccionales, que implica un tiempo suficiente para que las partes y las autoridades encargadas 
de impartir justicia realicen las diversas etapas procesales, sin que los plazos y términos lleguen al 
extremo de hacer nugatorio el derecho cuya tutela se pretende. Así, partiendo de las anteriores 
premisas, para establecer cuándo se está en presencia de una abierta dilación del procedimiento o 
su paralización total, debe atenderse a las peculiaridades de cada caso concreto, como podrían 
ser: a) el plazo que prevé la ley respectiva para la emisión de la resolución de que se trate; b) la 
naturaleza de ésta; c) la complejidad del asunto; y, d) los antecedentes del caso, entre otros; sin 
que sea factible establecer un término fijo y genérico que aplique en todos los asuntos. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO. 
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DETENCIÓN ILEGAL. SE CONFIGURA CUANDO NO SE REALIZA BAJO LOS SUPUESTOS DE 
FLAGRANCIA O CASO URGENTE, SINO EN CUMPLIMIENTO A UNA ORDEN DE 
LOCALIZACIÓN Y PRESENTACIÓN PARA QUE EL INCULPADO ACUDA A DECLARAR 
DENTRO DE UNA AVERIGUACIÓN PREVIA Y, CON BASE EN ELLA, POSTERIORMENTE ES 
CONSIGNADO ANTE EL JUEZ, SIN LA OPORTUNIDAD DE RETIRARSE LIBREMENTE DE LAS 
OFICINAS MINISTERIALES UNA VEZ CONCLUIDA ESA DILIGENCIA, POR LO QUE LAS 
PRUEBAS QUE DIRECTA O INDIRECTAMENTE SE HAYAN OBTENIDO A PARTIR DE 
AQUÉLLA DEBEN EXCLUIRSE POR CARECER DE VALOR PROBATORIO (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE CHIAPAS). 
 
Conforme a los párrafos quinto, sexto y séptimo del artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que 
esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo perpetrado, poniéndolo sin 
demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud a la del Ministerio 
Público, debiendo existir un registro inmediato de la detención; además de que sólo en casos 
urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley, y ante el riesgo fundado de que el 
indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, el Ministerio Público podrá, bajo su más 
estricta responsabilidad, ordenar la detención de las personas, fundando y expresando los indicios 
que motiven su proceder, supuesto que sólo podrá tener lugar siempre que no se pueda ocurrir 
ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia; y que en los casos de 
detenciones por urgencia o flagrancia, el Juez que reciba la consignación deberá ratificar 
inmediatamente la detención del indiciado o decretar su libertad con las reservas de ley. Por su 
parte, del artículo 269 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Chiapas 
(abrogado), se advierte que se justifica la detención de una persona, sin previa orden judicial, 
cuando sea sorprendida en comisión flagrante del ilícito o en caso urgente. Luego, de la 
interpretación del precepto constitucional referido, en relación con el numeral 269 mencionado y el 
diverso 269 Bis A de dicho código, se obtiene que para la detención por caso urgente se requiere 
que concurran los siguientes requisitos: a) Que la orden se emita por el Ministerio Público 
previamente a la detención del imputado; b) Se trate de un delito grave, así calificado por la ley; c) 
Que el representante social no esté en posibilidad de acudir a la autoridad judicial por razones de la 
hora, el lugar u otras circunstancias a solicitar la orden de aprehensión; y, d) Que cuente con 
indicios fundados de que el indiciado pueda sustraerse de la acción de la justicia. Ahora bien, con 
base en este marco normativo, si la detención del inculpado no se realiza bajo los supuestos de 
flagrancia o caso urgente, sino en cumplimiento a una orden de localización y presentación girada 
por el Ministerio Público para que aquél comparezca a declarar dentro de una averiguación previa, 
y en virtud de esa presentación, el inculpado rinde su declaración, quedando posteriormente 
consignado ante la autoridad jurisdiccional, dicha detención, así como la señalada deposición, son 
ilegales. Ello es así, porque la comparecencia ante el agente ministerial, derivada del cumplimiento 
de la orden de localización y presentación del indiciado para que declare dentro de una indagatoria, 
con independencia de que afecta temporalmente su libertad deambulatoria, no tiene como 
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propósito lograr su detención, sino que aquél acuda ante la autoridad ministerial a declarar y, una 
vez finalizada la diligencia que motiva su presencia, pueda retirarse libremente del lugar para que 
regrese a sus actividades cotidianas; por tanto, cuando no existen pruebas que pongan de 
manifiesto que el indiciado se haya marchado del lugar después de rendir su declaración 
ministerial, se presume que permaneció en calidad de detenido desde que se le limitó su libertad 
ambulatoria, en virtud de la referida orden de localización y presentación, lo que torna ilegal esa 
detención. En consecuencia, si el sujeto no es detenido en flagrancia ni en ejecución de una orden 
de detención, por notoria urgencia, previamente emitida por el Ministerio Público, en los términos 
constitucionalmente previstos, sino en virtud de esa orden de localización y presentación 
ministerial, ello torna evidente que desde su "presentación" siempre estuvo en calidad de detenido; 
entonces, esa detención es ilegal, lo que, a su vez, conlleva la exclusión de las pruebas que directa 
o indirectamente se hayan obtenido a partir de ésta, por carecer de valor probatorio. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y CIVIL DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 
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DEMANDA EN EL JUICIO CIVIL. SU ADMISIÓN NO IMPIDE QUE EL JUZGADOR ANALICE LA 
SATISFACCIÓN DE LOS PRESUPUESTOS PROCESALES AL DICTAR SENTENCIA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA). 
 
De los artículos 202 y 353 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, se 
advierte que si bien es cierto que antes de proceder a la admisión de la demanda, es obligación del 
tribunal estudiar los presupuestos procesales, también lo es que ello no implica que desde ese 
momento se reconozca su plena satisfacción y que, por ende, no puedan ser analizados con 
posterioridad. Esto es así, porque el último de los preceptos mencionados expresamente establece 
que una vez que los autos causen estado para dictar sentencia, antes de analizar la acción ejercida 
y las excepciones opuestas, se estudiará de oficio si quedaron satisfechas las condiciones 
generales y los presupuestos procesales, así como la existencia de violaciones cometidas en el 
procedimiento. De ahí que el pronunciamiento implícito que de la satisfacción de los presupuestos 
procesales hace el juzgador en el auto admisorio, no constituye cosa juzgada, que impida su 
análisis en la sentencia correspondiente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
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CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HIPOTECARIA. LA NOTIFICACIÓN 
EXTRAJUDICIALMENTE ANTE DOS TESTIGOS, SI NO CONTIENE LA FIRMA DEL DEUDOR Y 
ES OBJETADA POR ÉSTE, POR SU NATURALEZA DEBE PERFECCIONARSE POR SU 
OFERENTE. 
 
Los artículos 390 del Código de Comercio y 2036 del Código Civil Federal, de aplicación supletoria 
al primero, establecen que para que el cesionario pueda ejercitar sus derechos contra el deudor, 
deberá notificarle por escrito esa cesión, ya sea judicial o extrajudicialmente. En este último caso: 
(i) ante dos testigos o (ii) ante notario público. Por su parte, el numeral 1237 del Código de 
Comercio define a los instrumentos públicos como aquellos que están reputados como tales en las 
leyes comunes y en los que haya tenido intervención o autorizado un corredor; en tanto que el 
diverso 1238 señala que un documento privado es aquel que no reúne las características 
anteriores. De manera que, la notificación de la cesión del crédito con garantía hipotecaria 
realizada extrajudicialmente ante dos testigos constituye un documento privado. Ahora bien, 
cuando la notificación no contenga la firma del deudor, en virtud de que fue confeccionada 
únicamente por su oferente y dos testigos; su naturaleza será la de un documento privado 
proveniente de terceros. Por tanto, cuando ésta sea objetada por el deudor, adquiere el carácter de 
prueba imperfecta, de modo que si al oferente le interesa beneficiarse de su contenido para 
demostrar el requisito de procedencia de la acción intentada, entonces, a él corresponde 
perfeccionarla a través de los diversos medios de prueba que contempla la ley. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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CESIÓN DE CRÉDITOS CON GARANTÍA HIPOTECARIA. FORMAS EN QUE PUEDE 
REALIZARSE LA NOTIFICACIÓN AL DEUDOR. 
 
El artículo 390 del Código de Comercio establece que la cesión producirá sus efectos legales con 
respecto al deudor desde que le sea notificada ante dos testigos. Ahora bien, cuando se reclama la 
acción personal de cobro derivada de un contrato de crédito con garantía hipotecaria en el que el 
cedente deja de llevar la administración de los créditos, está obligado a notificar esa cesión por 
escrito al acreditado en términos del citado numeral. Por su parte, el artículo 2036 del Código Civil 
Federal dispone que, para que el cesionario pueda ejercitar sus derechos contra el deudor, deberá 
notificarle esa cesión ya sea judicial o extrajudicialmente ante dos testigos o ante notario público. 
De manera que, si ambos preceptos prevén los mismos supuestos de hecho, deberá aplicarse 
supletoriamente el segundo, pues un crédito con garantía hipotecaria únicamente puede 
transmitirse mediante cesión, al no ser un título al portador y al no poder endosarse; aunado a que 
el artículo 2o. del citado código mercantil dispone la supletoriedad de la legislación civil federal; en 
tanto que el Código Civil Federal contiene, en su artículo 2033, la misma hipótesis para los créditos 
civiles que no son títulos al portador ni pueden endosarse. Así pues, se concluye que las formas en 
que puede realizarse la notificación de la cesión de un crédito con garantía hipotecaria son: (i) 
extrajudicialmente, ante dos testigos o ante notario público y (ii) judicialmente, cuando la practiquen 
los fedatarios adscritos a un órgano jurisdiccional. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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"FUNDAMENTO LEGAL INSUFICIENTE". SE ACTUALIZA ESTA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO 
DE DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO CUANDO POR LA SOLA INTERPRETACIÓN DEL TEXTO 
LEGAL NO ES POSIBLE ESTABLECER QUE EN ÉL SE PREVÉ LA PROCEDENCIA DE UN 
RECURSO ORDINARIO CONCRETO CONTRA DETERMINADA RESOLUCIÓN. 
 
En el artículo 61, fracción XVIII, último párrafo, de la Ley de Amparo, el legislador federal estableció 
dos supuestos de excepción a la obligación del quejoso de agotar los recursos ordinarios antes de 
acudir al juicio de amparo indirecto; en otras palabras, dispuso dos hipótesis de excepción al 
principio de definitividad que rige la procedencia del juicio que se relacionan respectivamente con 
los conceptos "interpretación adicional" y "fundamento legal insuficiente". Tratándose de este 
último, el vocablo "insuficiencia" hace alusión a lagunas legales, lo cual revela que no se está frente 
a un problema de interpretación, sino más bien de integración jurídica. Por ello, en el marco 
regulatorio de la norma, la función de ese concepto es excluir a la integración normativa; por 
ejemplo, la analógica, como técnica para establecer la procedencia de un medio ordinario de 
defensa contra una resolución; de suerte que conforme a ello, se obligue al gobernado a agotarlo 
antes de promover el juicio de amparo. Así, habrá "fundamento legal insuficiente", cuando por la 
sola interpretación del texto legal, no sea posible establecer que en él se prevé la procedencia de 
un recurso concreto contra determinada resolución. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA 
PARA EL MUNICIPIO DE TIJUANA, BAJA CALIFORNIA. EL PLAZO CON QUE CUENTA LA 
SINDICATURA MUNICIPAL PARA SOLICITAR A LA COMISIÓN DE DESARROLLO POLICIAL 
EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO CONTRA LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES 
POLICIALES, SE INTERRUMPE AL PRESENTARSE LA SOLICITUD O DENUNCIA 
CORRESPONDIENTE. 
 
El plazo de un año con el que cuenta la Sindicatura Municipal de Tijuana, Baja California, para 
solicitar a la Comisión de Desarrollo Policial de la Secretaría de Seguridad Pública del propio 
Municipio el inicio del procedimiento contra los miembros de las instituciones policiales a que 
aluden los artículos 217 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de la Secretaría de 
Seguridad Pública municipal, 183 de la Ley de Seguridad Pública de la entidad y 92 del 
Reglamento del Servicio de Seguridad Pública para dicho Municipio, abrogado, se interrumpe al 
momento en que presenta la solicitud o denuncia correspondiente ante la Comisión referida y no 
hasta que ésta dicte el auto de inicio del procedimiento respectivo. 
 
PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO. 
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INSTITUCIONES BANCARIAS. EL AJUSTE O AGREGADO A SU DENOMINACIÓN NO 
MODIFICA SU PERSONALIDAD JURÍDICA, POR LO QUE SU APODERADO ESTÁ 
LEGITIMADO PARA REPRESENTARLAS EN UN JUICIO, AUN CUANDO EL PODER SE LE 
HUBIERA OTORGADO CON LA ANTERIOR DENOMINACIÓN. 
 
Conforme al artículo 13, fracción II, de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, las 
entidades financieras integrantes de un grupo financiero podrán usar denominaciones iguales o 
semejantes que los identifiquen frente al público como integrantes de un mismo grupo financiero. 
Por ello, el hecho de que una institución bancaria haga un ajuste a su denominación actual o añada 
las palabras "grupo financiero", no genera su inexistencia, ya que no modifica su personalidad 
jurídica y, por ende, su apoderado está legitimado para representarla, aun cuando el poder se le 
hubiera otorgado con la anterior denominación, pues conserva su naturaleza jurídica y la 
independencia de sus órganos administrativos, para la explotación de su objeto social. 
 
PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA 
RESOLUCIÓN DICTADA POR EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 
ESTADO DE SONORA, EN UN ASUNTO RELACIONADO CON LA ACCIÓN DE 
RECTIFICACIÓN O NIVELACIÓN DE PENSIÓN, EN EL QUE SE DEMANDA AL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DE ESE ESTADO. 
CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ESPECIALIZADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA. 
 

En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 24/2009, emitida por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "COMPETENCIA POR MATERIA DE LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO ESPECIALIZADOS. DEBE DETERMINARSE ATENDIENDO A LA 
NATURALEZA DEL ACTO RECLAMADO Y DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, Y NO A LOS 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS FORMULADOS.", corresponde al Tribunal Colegiado 
de Circuito especializado en materia administrativa conocer del juicio de amparo directo promovido 
contra la resolución dictada en un asunto relacionado con la acción de rectificación o nivelación de 
pensión, tramitado conforme a las disposiciones de la Ley del Servicio Civil para el Estado de 
Sonora y resuelto por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de la entidad, pues si bien es 
cierto que las pensiones tienen como fuente la relación de trabajo establecida entre el 
derechohabiente y la dependencia u organismo en el cual haya laborado, también lo es que la 
relación surgida entre aquél y el instituto es una nueva relación de naturaleza administrativa, la cual 
se desarrolla en un marco de supra a subordinación, pues el gobernado se somete al imperio del 
instituto indicado, quien ante él adquiere el carácter de autoridad, al contar con facultades para 
conceder, negar, suspender, modificar y revocar pensiones, sin que la relación laboral respectiva 
se extienda después de concedida la pensión otorgada, lo que se constata con el artículo 20 del 
Reglamento de Pensiones del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado de Sonora. Lo anterior, aun cuando no hubiera sido emitida una resolución específica por 
parte del instituto respecto de la modificación de la pensión pretendida por el particular, pues al 
margen de que esa circunstancia es insuficiente por sí sola para variar la naturaleza de la 
controversia, el instituto emitió la resolución correspondiente al otorgamiento de la pensión, y es 
precisamente esa determinación la que se pretende modificar mediante la acción de rectificación o 
nivelación intentada en el juicio natural. Tampoco constituye obstáculo el hecho de que 
procesalmente el procedimiento de origen se hubiera tramitado conforme a las disposiciones de la 
Ley del Servicio Civil para el Estado de Sonora, precisamente en la vía del servicio civil, y que el 
acto reclamado haya sido denominado como laudo, pues aunque el tribunal local, para sustanciar 
el procedimiento, se hubiera apoyado en la referida ley que contempla un juicio de índole laboral, 
ello no desvirtúa la naturaleza administrativa del asunto; máxime, que dicho órgano en la entidad 
tiene una competencia dual que nace de dos tipos de leyes: una de carácter netamente 
administrativo, como lo es la Ley de Justicia Fiscal, y otra de índole laboral, como lo es la Ley del 
Servicio Civil, ambas para el Estado de Sonora. 
 

PLENO DEL QUINTO CIRCUITO. 
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APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL. EL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL 
ESTADO DE SONORA ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO DIRECTO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LO CONDENA A ENTERARLAS, EMITIDA POR EL 
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA ENTIDAD, AL HABER 
PARTICIPADO EN EL PROCEDIMIENTO EN UN PLANO DE IGUALDAD CON LOS 
PARTICULARES. 
 
Conforme al artículo 7o. de la Ley de Amparo, las personas morales oficiales podrán acudir al juicio 
constitucional a defenderse frente a actos emitidos por otras autoridades, cuando: la norma 
general, acto u omisión impugnados afecten su patrimonio respecto de relaciones jurídicas en las 
que se encuentren en un plano de igualdad con los particulares. Por tanto, si el extrabajador 
demanda ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Sonora (en funciones de 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje) el ajuste de la pensión jubilatoria a su favor, y el entero de las 
cuotas omitidas al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 
Sonora, por parte del Supremo Tribunal de Justicia de la entidad, a quien se atribuye el supuesto 
incumplimiento de las normas que regulan el entero de esas cuotas o aportaciones (en términos de 
los artículos 38 de la Ley del Servicio Civil, en relación con los diversos 16, 18 y 21 de Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Sonora), durante la 
subsistencia de la relación burocrática laboral; entonces, debe considerarse que en ese juicio, el 
Supremo Tribunal de Justicia local es juzgado en función de la responsabilidad atribuida en la 
relación jurídica laboral entablada en su momento con el actor; relación en la que, de acuerdo con 
lo previsto por los artículos 115, 116 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, interviene en un plano de igualdad con los particulares, pues las citadas normas 
ordinarias regulan, precisamente, la conducta de la entidad pública como patrón. De modo que si 
en la resolución reclamada la autoridad responsable condenó al tribunal enjuiciado, éste se 
encuentra legitimado para promover el juicio de amparo directo en su contra, toda vez que fue 
juzgado en un plano de igualdad y la condena impuesta implica una afectación en su patrimonio. 
 
PLENO DEL QUINTO CIRCUITO. 
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VISITAS DOMICILIARIAS. PERSONAS ANTE QUIENES DEBEN IDENTIFICARSE LOS 
VISITADORES DURANTE SU PRÁCTICA, CONFORME AL ARTÍCULO 44, FRACCIÓN III, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
De acuerdo con el artículo referido, en relación con su fracción II y el diverso 46, fracción I, del 
Código Fiscal de la Federación, los visitadores deben identificarse con quien entiendan la visita 
domiciliaria, ya sea el contribuyente, su representante o quien se encuentre en el lugar visitado, y 
no con todas aquellas personas con quienes se entrevisten para lograr introducirse al domicilio 
fiscal y hasta llegar a cumplir su cometido, que no es otro que el de iniciar y desarrollar la visita 
domiciliaria, pues si se toma en cuenta que a través de esas disposiciones el legislador pretendió 
que, debido a su trascendencia, el ejercicio de esa facultad de comprobación se realice, de 
ordinario, con el contribuyente o su representante, o excepcionalmente, con el tercero que se 
encuentre en el lugar visitado, es claro que ante ellos deben identificarse plenamente en los 
términos de las leyes fiscales, esto es, levantando un acta circunstanciada en la que especifiquen 
la forma en que lo hicieron, sin que pueda exigírseles esa formalidad respecto de otras personas, 
porque la ley no lo prevé, aunado a que ese requisito es poco práctico y dificultaría sobremanera el 
ejercicio de la mencionada facultad de comprobación. 
 
SEGUNDA SALA 
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CERTIFICADOS MÉDICOS EXHIBIDOS ANTE LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
PARA EFECTOS DEL ARTÍCULO 785 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE DICIEMBRE DEL 2012. SON VÁLIDOS AUNQUE NO ESPECIFIQUEN EL 
NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN QUE OTORGÓ EL TÍTULO PROFESIONAL AL MÉDICO 
PARTICULAR QUE LOS EMITIÓ. 
 
Conforme al numeral citado, los únicos requisitos de validez exigibles en los certificados médicos 
presentados ante la Junta de Conciliación y Arbitraje son: 1) nombre del médico, 2) número de 
cédula profesional, 3) fecha de emisión del certificado, y 4) descripción del estado patológico que 
impide la comparecencia de la persona requerida; lo que implica que en los juicios laborales 
iniciados después del 30 de noviembre de 2012 son inaplicables las jurisprudencias de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 74/95 y 2a./J. 76/2001, pues 
desentrañaron el sentido normativo del precepto mencionado anterior a la reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación en la fecha referida; de ahí que con base en los principios de 
especialidad, economía y sencillez que rigen el proceso laboral, los únicos elementos que deben 
contener los certificados médicos indicados son los exigidos por la Ley Federal del Trabajo vigente, 
por lo que son válidos aunque no especifiquen el nombre de la institución que otorgó el título 
profesional al médico particular que los emitió. 
 
SEGUNDA SALA 
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VIOLACIÓN. LA CALIDAD DE SUJETO ACTIVO DEL DELITO LA ADQUIERE LA PERSONA 
QUE REALIZA CÓPULA CON UN MENOR DE EDAD, INDEPENDIENTEMENTE DE LA 
MECÁNICA EN QUE OCURRA (LEGISLACIONES DE CHIHUAHUA Y DISTRITO FEDERAL). 
 
Los artículos 171, primer párrafo, 172, fracción I, del Código Penal del Estado de Chihuahua, 174, 
primer párrafo, y 181 Bis, primer párrafo, del Código Penal para el Distrito Federal, coinciden en 
sancionar como violación la conducta a través de la cual se impone la cópula a persona de 
cualquier sexo, utilizando la violencia física o moral como medio comisivo -tipo básico-; o bien, se 
ejecuta aprovechando alguna circunstancia particular del sujeto pasivo, como su edad: menor de 
doce años en el Distrito Federal o menor de catorce años en Chihuahua -tipo especial-. Ahora bien, 
a partir de los componentes descritos en las normas penales, a juicio de esta Primera Sala, la 
calidad de sujeto activo en el delito la adquiere la persona que impone la cópula a otra, ya sea 
doblegando su voluntad al ejercer sobre ella violencia física o moral, o simplemente cuando ejecuta 
la cópula aprovechándose de la particular minoría de edad del sujeto pasivo, con independencia de 
la mecánica en que ocurra, esto es, que el activo introduzca su pene en el cuerpo de la víctima o se 
haga penetrar el pene del pasivo, por alguna de las cavidades que describen las normas. Es así, 
porque los tipos penales invocados no restringen a determinado sexo o género la calidad de sujeto 
activo del delito, ya que los pronombres que utilizan "al que" o "a quien" se entienden neutros, pues 
sólo identifican a la persona hipotética que materializa la conducta típica. Asimismo, la definición 
del elemento normativo "cópula" tampoco constituye una limitante en el sentido apuntado, porque la 
acción que describe: "introducción del pene en el cuerpo humano por vía vaginal, anal o bucal", 
sólo adquiere relieve antijurídico y significación típica cuando se realiza utilizando determinados 
medios de comisión o se ejecuta aprovechándose de una situación particular del sujeto pasivo. De 
ahí que, al margen de la mecánica en que acontezca la cópula, la conducta típica desplegada 
vulnera la libertad sexual de la víctima, dado que en ambos casos se le priva a la víctima del 
derecho de decidir libremente, con quién, cuándo y cómo desarrollar su actividad sexual; así como 
la seguridad sexual, en el supuesto de violación especial, al ejecutarse la cópula con una persona 
que por su particular minoría de edad, no tiene la capacidad para decidir sobre el acto de copular. 
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VINCULACIÓN A PROCESO. MOMENTO EN EL CUAL EL MINISTERIO PÚBLICO DEBE 
SOLICITARLA (CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE MORELOS ABROGADO). 
 

De la lectura de los artículos 309 y 313 del Código Nacional de Procedimientos Penales -de 
contenido similar a los numerales 280 y 281 del Código de Procedimientos Penales del Estado de 
Morelos abrogado-, deriva una duda legítima relativa a si la solicitud de vinculación a proceso debe 
formularla el Ministerio Público antes de que el imputado decida si se acoge o no al lapso de 72 
horas para que se resuelva sobre su situación jurídica -o a su ampliación-, o si puede hacerse 
posteriormente, incluso, en la continuación de la audiencia inicial, una vez que hubieran sido 
recibidos los medios de convicción presentados por la defensa. Ahora bien, para resolver dicha 
duda, debe partirse de las premisas siguientes: 1) la vinculación a proceso debe pedirse después 
de formularse la imputación y de que el imputado tuvo oportunidad de contestar el cargo; y, 2) el 
plazo de 72 horas como límite para la detención ante autoridad judicial, establecido por el artículo 
19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituye un derecho 
fundamental, cuya ampliación procede sólo cuando el propio imputado lo solicita, lo cual implica 
que esa extensión temporal opere a su favor y nunca en su contra. Así, dichas proposiciones 
constituyen la pauta interpretativa que permite considerar, por un lado, que la imputación y la 
solicitud de vinculación a proceso son actuaciones distintas y, por otro, que la decisión del 
imputado de postergar la resolución sobre la vinculación o no a proceso no puede operar en su 
detrimento, pues su finalidad es que tenga más tiempo para ejercer su defensa, tan es así, que el 
artículo 314 del Código Nacional establece la posibilidad, sólo para el imputado y no para el 
Ministerio Público, de incorporar durante ese lapso los medios de convicción que estime 
convenientes. Por lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el Ministerio Público, de estimarlo procedente, debe solicitar la vinculación a proceso 
después de formulada la imputación y de que el imputado haya tenido oportunidad de contestar el 
cargo, pero previamente a que el justiciable decida si se acoge o no al plazo a que alude el artículo 
19 constitucional -o a su ampliación- para que se resuelva sobre su situación jurídica, pues sólo así 
la elección de postergar la resolución judicial respectiva tendrá como base el previo conocimiento 
de las razones específicas por las cuales los datos de prueba recabados durante la investigación 
informal justificarían dicho acto de molestia, permitiendo al imputado y a su defensor, como 
resultado de un acto informado, presentar en la continuación de la audiencia inicial los medios de 
prueba que consideren podrían desvirtuar la postura ministerial. En efecto, si el imputado o su 
defensor elige posponer la indicada resolución en aras del derecho de defensa, es lógico que esa 
decisión debe partir del conocimiento previo de las razones concretas por las cuales el 
representante social estima que los datos de prueba contenidos en la carpeta de investigación 
acreditan la existencia del hecho materia de la imputación y la probabilidad de que el imputado lo 
cometió o participó en su comisión, pues sólo así estará en condiciones de ofrecer los medios de 
convicción idóneos para desvirtuar la imputación; es más, de no seguirse ese orden, el Juez podría 
tener dificultades para calificar la pertinencia de los datos de prueba que la defensa pretende 
incorporar. 
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VÍA ORDINARIA MERCANTIL. PROCEDE PARA EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN PERSONAL 
DE COBRO DE UN CRÉDITO, SIN QUE SE PUEDA RECLAMAR DE MANERA ACCESORIA LA 
EJECUCIÓN DE LA GARANTÍA HIPOTECARIA. 
 
El artículo 1055 BIS del Código de Comercio refiere que el actor, a su elección, podrá ejercitar sus 
acciones en juicio ejecutivo mercantil, ordinario, especial, sumario hipotecario o el que corresponda 
cuando el crédito tenga garantía real. En el mismo sentido, la doctrina jurisprudencial de esta 
Primera Sala ha concluido que la instancia procedente para el ejercicio de la acción personal de 
cobro de un crédito con garantía hipotecaria, es la vía ordinaria mercantil. De acuerdo con lo 
anterior, es procedente la vía ordinaria mercantil cuando el actor ejercite la acción personal de 
cobro derivado de un contrato de crédito, sin que constituya obstáculo para ello que de la demanda 
se desprendan prestaciones accesorias vinculadas con la ejecución de la garantía hipotecaria, en 
todo caso, el operador jurídico debe omitir el estudio de las prestaciones vinculadas a la acción real 
y concretar su pronunciamiento en analizar y definir el fondo de la acción personal de cobro. 
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VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. PARA EXIGIR EL VENCIMIENTO ANTICIPADO DEL PLAZO 
PARA EL REEMBOLSO DEL CRÉDITO, A TRAVÉS DE AQUÉLLA, ES INNECESARIO QUE LA 
INSTITUCIÓN BANCARIA O CREDITICIA ACREDITANTE LO REQUIERA PREVIAMENTE AL 
ACREDITADO EN EL DOMICILIO DEL INMUEBLE HIPOTECADO O EN CUALQUIER OTRO 
(LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO Y 
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA). 
 
En el Código de Comercio ni en otras leyes mercantiles se establece una vía especial para exigir el 
pago de un crédito que tenga garantía real (hipoteca), por lo que debe acudirse a la legislación 
procesal civil respectiva y, en ese aspecto, los Códigos de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, y para Baja California prevén el juicio hipotecario 
como una acción que se ejerce en una vía especial a través de la cual, entre otros actos, podrá el 
acreedor solicitar el pago o la prelación del crédito que la hipoteca garantice, para lo cual, deberá 
colmar, exclusivamente, dos requisitos: a) que el crédito conste en escritura pública o escrito 
privado, inscrito en el Registro Público de la Propiedad, salvo en el caso de documentos con el 
carácter de títulos ejecutivos; y, b) que el crédito sea de plazo cumplido o que sea exigible en los 
términos pactados o conforme a las disposiciones legales aplicables; de ahí que fuera de estos dos 
requisitos, el acreedor no deberá satisfacer ningún otro para la procedencia de la vía especial 
hipotecaria como, por ejemplo, haber requerido el pago de la obligación incumplida al demandado 
en un domicilio determinado, previo al ejercicio de la acción. 
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SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. EL JUZGADOR PUEDE CONCEDERLA PARA UN 
EFECTO DIVERSO AL SOLICITADO POR EL QUEJOSO. 
 
Para que proceda la suspensión a petición de parte, es necesario que el quejoso señale claramente 
los actos cuya suspensión se solicita y las razones por las cuales debe proceder; sin embargo, la 
Ley de Amparo no especifica los términos para los cuales debe concederse. Ahora bien, una vez 
que el juzgador determina que procede conceder la suspensión del acto reclamado, puede hacerlo 
para un efecto diverso al solicitado por el quejoso, a fin de conservar la materia de la controversia y 
evitar que sufra afectaciones en su esfera jurídica mientras se resuelve el fondo del asunto. En este 
sentido, el artículo 147 de la Ley de Amparo establece que los jueces deben fijar la situación en 
que habrán de quedar las cosas y tomar medidas para conservar la materia del amparo hasta la 
terminación del juicio, de tal manera, limitar a los jueces a conceder la medida suspensional para 
un efecto que, a pesar de haberse solicitado, no sea el idóneo para preservar la materia del juicio o 
no le dé la mayor protección al quejoso, sería contrario a su objetivo principal. En efecto, los jueces 
deben tener la facultad de modificar los términos en que fue solicitada la suspensión, ya que así 
pueden actuar de la forma más favorable para el quejoso, protegiendo el orden público y el interés 
social. En este sentido, el artículo 154 de la Ley de Amparo, señala que la resolución que conceda 
o niegue la suspensión definitiva podrá modificarse o revocarse de oficio o a petición de parte, 
cuando ocurra un hecho superveniente que lo motive. Por tanto, por mayoría de razón, si la ley de 
la materia dispone que la resolución que conceda o niegue la suspensión puede ser modificada de 
oficio cuando se presente un hecho novedoso, resulta evidente que los juzgadores tienen la misma 
facultad de modificar lo solicitado por el quejoso al concederla. 
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SUSPENSIÓN DEFINITIVA. LA ACREDITACIÓN DE LOS DAÑOS DE DIFÍCIL REPARACIÓN 
DERIVADOS DE LA EJECUCIÓN DEL ACTO RECLAMADO NO CONSTITUYE UN REQUISITO 
PARA OTORGARLA. 
 
El artículo 124, fracción III, de la Ley de Amparo abrogada establece como requisito para decretar 
la suspensión del acto reclamado que los daños y perjuicios que se causen al agraviado con su 
ejecución sean de difícil reparación. Sin embargo, en la reforma constitucional en materia de 
amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, se eliminó del artículo 
107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos lo referente a la difícil 
reparación de los daños y perjuicios que ocasione el acto reclamado. Asimismo, se privilegió la 
discrecionalidad de los jueces y se estableció su obligación de realizar un análisis ponderado entre 
la no afectación del interés social, el orden público y la apariencia del buen derecho, por lo que se 
fortaleció el rol protector de la suspensión. Ahora bien, la Ley de Amparo vigente no contempla 
como requisito para conceder la suspensión que se ocasionen daños de difícil reparación; de ahí 
que su acreditación no constituya un requisito para que proceda esa medida en el juicio de amparo. 
Debe resaltarse que esta interpretación es consistente con el propósito de la reforma constitucional 
en materia de amparo -en cuanto a la suspensión- en el sentido de privilegiar la discrecionalidad de 
los jueces. En efecto, considerar como requisito la acreditación de un daño de difícil reparación 
para otorgar la suspensión definitiva, sería regresar al sistema de requisitos formales que fue 
superado con dicha reforma constitucional. 
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SOBRESEIMIENTO FUERA DE AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. POR REGLA GENERAL, LA 
NEGATIVA DEL ACTO RECLAMADO NO CONSTITUYE UNA CAUSA NOTORIA, MANIFIESTA 
E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA PARA DECRETARLO CON FUNDAMENTO EN LO 
DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO. 
 
De la interpretación sistemática del contenido de los artículos comprendidos del 117 al 124 de la 
Ley de Amparo, se obtienen las reglas del procedimiento que deben respetarse durante el trámite 
del juicio de amparo indirecto, de donde se obtiene que rendidos los informes justificados por las 
autoridades responsables, con ellos debe darse vista a las partes, debiendo mediar un plazo de 
ocho días entre la fecha en que se ponen en su conocimiento y la diversa señalada para la 
celebración de la audiencia constitucional, lapso en que deberán aportar las pruebas que 
consideren necesarias de acuerdo con los lineamientos establecidos en el artículo 119 de la ley de 
la materia para acreditar sus pretensiones; tal prerrogativa resulta de mayor relevancia para la 
parte quejosa, porque cuando la autoridad responsable niega el acto reclamado, le genera una 
carga procesal probatoria, de la que debe hacer uso para controvertir el informe respectivo; para 
ello se requiere que el juicio se agote en todas sus etapas y que por tanto, la audiencia 
constitucional se celebre, porque ése es el último momento procesal en que puede aportar medios 
de prueba para lograr desvirtuar las manifestaciones de la autoridad y alegar lo que a su derecho 
convenga para demostrar que el acto sí existe y que es violatorio de sus derechos fundamentales; 
de manera que, por regla general, sobreseer en el juicio antes de que esa actuación ocurra, implica 
contrariar las reglas del procedimiento, pero sobre todo dejar en completo estado de indefensión a 
la parte quejosa, lo que indefectiblemente llevará a reponer el procedimiento respectivo, porque no 
constituye generalmente una justificación válida, el argumento de que se actúa así en aras de una 
impartición de justicia pronta y expedita conforme a lo que dispone el artículo 17 Constitucional, 
puesto que está por encima el derecho de defensa del actor constitucional que le otorga la 
posibilidad de contar con un recurso efectivo, como lo previene el propio numeral constitucional 
invocado y el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
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NULIDAD DE MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO, CUANDO LOS CÓNYUGES 
TIENEN DOMICILIO CONYUGAL EN MÉXICO. LOS JUECES LOCALES TIENEN 
COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL PARA CONOCER DE LA PRETENSIÓN Y ESTÁN 
FACULTADOS PARA RESOLVERLA APLICANDO EL DERECHO EXTRANJERO, SIEMPRE Y 
CUANDO EXISTA RECIPROCIDAD EN ELLO, CON EL ESTADO EN QUE DICHO ACTO 
JURÍDICO SE CELEBRÓ. 
 
Si un matrimonio se celebró bajo las leyes de un país extranjero y los cónyuges tienen su domicilio 
conyugal en México, esa relación jurídica matrimonial se erige como de carácter internacional, en 
tanto le son aplicables dos sistemas jurídicos diversos, el del Estado extranjero en lo relativo a su 
constitución y el del Estado Mexicano en cuanto a sus efectos. Ahora bien, cuando se formula ante 
el juez local mexicano una pretensión de nulidad de matrimonio celebrado en el extranjero ante la 
circunstancia de que el domicilio marital está en México, éste podrá conocer de la misma si se 
satisfacen dos condiciones: 1) que se actualice su competencia judicial internacional con base en 
las reglas de su sistema jurídico interno; y 2) que exista reciprocidad para la aplicación de derecho 
extranjero en casos análogos entre los Estados cuyos órdenes jurídicos están involucrados. En 
efecto, tratándose de la competencia judicial internacional, el juzgador local tendrá que analizar si 
el orden interno que rige su función le faculta para conocer conforme a la regla competencial del 
foro (por ejemplo, atendiendo a la ubicación del domicilio conyugal); pero además, tomando en 
cuenta que conforme al Derecho Internacional Privado, a una pretensión de nulidad de matrimonio 
le resulta aplicable la norma conflictual que dispone que la forma de ese acto jurídico se rige por la 
ley del lugar de su celebración, se torna indispensable para dilucidar la validez o nulidad del 
matrimonio, la aplicación del derecho sustancial del Estado extranjero bajo el cual se constituyó el 
matrimonio y, en ese sentido, para que el juez nacional pueda conocer de la acción aludida, es 
necesario que entre México y el Estado extranjero de que se trate, exista reciprocidad para la 
aplicación de derecho extranjero, ya que la declaración de nulidad de un matrimonio conlleva privar 
de efectos un acto jurídico solemne en cuya constitución interviene necesariamente un órgano 
público estatal que autoriza o formaliza ese acto mediante la expedición de un documento público, 
lo que hace exigible el compromiso de reciprocidad para la validez y eficacia de la decisión del juez 
nacional al respecto frente al Estado extranjero, pues de otro modo, aunque la soberanía de 
nuestro país no se pudiere considerar vulnerada con la aplicación de la ley extranjera en tanto que 
el ordenamiento interno mexicano prevé la posibilidad de aplicación del derecho extranjero, la 
sentencia judicial que al efecto se dicte sí pudiere significar una injerencia en la soberanía de ese 
otro país, pues si éste no ha externado su voluntad de aplicar derecho extranjero en reciprocidad 
en la materia de que se trate, debe entenderse que no ha consentido en verse vinculado por 
decisiones judiciales provenientes de un Estado diverso, que pudieren tener por efecto invalidar 
algún acto jurídico en el que tuvo participación como órgano estatal. 
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MANDATO. PARA TENER CERTEZA DE SU IRREVOCABILIDAD, NO SE REQUIERE 
ASENTAR EL MOTIVO QUE DIO ORIGEN AL CONTRATO BILATERAL EN EL QUE SE 
ESTABLEZCA COMO CONDICIÓN O LA OBLIGACIÓN PARA CUYO CUMPLIMIENTO SE 
CELEBRÓ (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ESTADO DE MÉXICO). 
 
De los artículos 2596 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México y 
7.816 del Código Civil del Estado de México, se advierte que el mandato es irrevocable cuando su 
otorgamiento se hubiere estipulado como una condición en un contrato bilateral, o como un medio 
para cumplir una obligación contraída; luego, establecer la exigencia de que se asiente en el 
documento privado o en el instrumento público (según sea el caso) en que obre, el motivo que dio 
origen al contrato bilateral en el que se establezca su irrevocabilidad, implicaría una obligación cuya 
sola inobservancia conllevaría la nulidad de la cláusula respectiva, sin que dichas legislaciones 
(Título Noveno para ambos Códigos Civiles) establezcan ese requisito, además de que la 
subsistencia del negocio que dé lugar a la irrevocabilidad del mandato, tampoco depende de que 
sea descrito en éste, sino de diversas circunstancias que podrían, incluso, ser imprevisibles para 
las partes; de ahí que tal inserción no abonaría a generar mayor certidumbre entre las partes ni con 
los terceros que hubiesen tenido injerencia en su ejecución, aunado a que cuando en juicio se pone 
en duda su irrevocabilidad, por cuestionarse la existencia o subsistencia del negocio en que se 
sustenta, las partes cuentan con un amplia gama de probanzas que las leyes procesales les 
confieren para acreditar, precisamente, la negociación referida, por virtud de la que fue otorgado el 
mandato y propició su irrevocabilidad. 
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LEGITIMACIÓN AD CAUSAM. EN EL JUICIO DE DESAHUCIO RECAE EN EL ARRENDADOR 
(LEGISLACIONES DE SINALOA Y ESTADO DE MÉXICO). 
 
En el juicio de desahucio el arrendatario puede oponer las excepciones que estime convenientes, 
entre ellas la falta de legitimación "ad causam", que puede prosperar si la persona que demanda no 
es el arrendador o no se encuentra facultada para ejercer esa acción. Esto es así, pues debido a la 
relación personal que surge al suscribir el contrato de arrendamiento, la legitimación para ejercitar 
cualquier acción que se derive del incumplimiento de la obligación relativa al pago de la renta, 
recae en el arrendador; por tanto, no se puede considerar que carezca de legitimación "ad causam" 
para demandar en el juicio de desahucio. Efectivamente, dicha excepción no puede prosperar ni 
aun bajo el argumento de que el arrendador no es el propietario del inmueble arrendado, porque si 
bien la legislación sustantiva civil establece que el contrato de arrendamiento se puede celebrar por 
el propietario del bien, o quien tengan derecho o esté facultado para hacerlo, ya sea por 
autorización del dueño o por disposición de la ley, lo que parece excluir de esa posibilidad a los que 
no son propietarios o no están facultados para hacerlo, lo cierto es que atendiendo a la buena fe 
que debe imperar en la celebración de los contratos, si el arrendador cumple con la obligación de 
entregar al arrendatario el bien inmueble arrendado, y debido a ello, se presume humanamente que 
el arrendador es el propietario del bien o si estaba facultado para celebrar el mencionado contrato, 
el arrendatario que se benefició de esa presunción al recibir el inmueble dado en arrendamiento, no 
puede desconocerla, argumentando que el arrendador carece de legitimación "ad causam" para 
demandar en el juicio de desahucio por no ser el propietario de ese inmueble, pues mientras dicho 
contrato no se declare nulo o inválido, surte todos sus efectos entre los contratantes, por tanto el 
arrendador cuenta con legitimación "ad causam" en el juicio de desahucio. 
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INTERESES MORATORIOS CONVENCIONALES. PARA LA PROCEDENCIA DE SU RECLAMO 
BASTA ADJUNTAR A LA DEMANDA EL PAGARÉ BASE DE LA ACCIÓN CAMBIARIA 
DIRECTA QUE LOS CONTENGA. 
 
La litis en el juicio ejecutivo mercantil en el que se ejercita la acción cambiaria directa se forma con 
la demanda y su contestación, y en aquélla se comprenden integralmente los anexos, en especial, 
el documento base que da origen a la acción; de ahí que para la procedencia del reclamo de los 
intereses moratorios convencionales basta adjuntar a la demanda el pagaré en cuyo texto esté 
expresado el elemento relativo a su reclamo a partir de la fecha del vencimiento del título de 
crédito, por lo que es innecesario narrar los hechos que dan origen al reclamo de los intereses 
moratorios pactados, porque la acción cambiaria directa ejercita el derecho literal contenido en el 
pagaré. Asimismo, el juzgador puede analizar el reclamo, siempre que el actor en cualquier parte 
de la demanda remita al contenido del título ejecutivo, para que, acorde con las condiciones en él 
contenidas y las excepciones formuladas, resuelva conforme a derecho. Lo que no implica dejar sin 
defensa a la demandada, porque con dicho documento base de la acción se le corre traslado, es 
decir, puede formular sus excepciones y defensas en torno a la tasa de interés moratoria que se 
reclama. 
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INCIDENTE DE RESPONSABILIDAD DE DAÑOS Y PERJUICIOS DERIVADO DE LA 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN UN JUICIO DE AMPARO. CUANDO LA GARANTÍA 
O LA CONTRAGARANTÍA SE HAYA PRESTADO A TRAVÉS DE UNA FIANZA, DEBE 
LLAMARSE A LA AFIANZADORA PARA QUE LE VINCULE LA SENTENCIA RESPECTIVA. 
 
En términos de lo establecido en los artículos 125, 126 y 129 de la Ley de Amparo abrogada, 2794, 
2795, 2812 y 2855 del Código Civil Federal, en relación con el artículo 14 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, cuando con motivo de la suspensión del acto reclamado se 
preste garantía o contragarantía a través de una fianza, resulta necesario que en el incidente por el 
que se hace efectiva la responsabilidad proveniente de ellas, se llame a la afianzadora a efecto de 
que coadyuve con su fiado, sea éste el quejoso, en el caso de la garantía, o el tercero interesado, 
en el caso de la contragarantía, y válidamente pueda quedar vinculado a la sentencia condenatoria 
que eventualmente llegue a dictarse. Lo anterior, porque en atención al derecho de audiencia 
previsto en la citada norma constitucional, sólo quien ha sido oído previamente puede resultar 
vinculado a una sentencia y en el caso del citado procedimiento incidental, donde se pretende 
hacer efectiva la fianza dada como garantía o contragarantía y, por tanto, vincular a la afianzadora 
al pago, es preciso antes darle oportunidad de oponer las excepciones que tenga a su favor 
relativas a la obligación, o las que le correspondan en su carácter de fiadora, exhibir las pruebas 
que apoyen tales excepciones y expresar alegatos. No obsta para lo anterior el hecho de que en la 
fianza judicial o legal no operen los beneficios de orden y excusión, pues esa circunstancia 
solamente da lugar a que el acreedor pueda reclamar la obligación directamente al fiador o a éste 
simultáneamente con el fiado, pero no que pueda demandarse sólo al fiado o deudor principal, y 
que, sin embargo, la sentencia pueda vincular o parar perjuicio al fiador, ya que obrar de este 
último modo contraviene la garantía de audiencia en perjuicio de la afianzadora, de ahí la 
necesidad de su llamamiento al incidente de responsabilidad para que la fianza pueda hacerse 
efectiva. 
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EMPLAZAMIENTO. EL AMPARO CONCEDIDO EN SU CONTRA TIENE COMO EFECTO 
DEJARLO INSUBSISTENTE Y REPONER EL PROCEDIMIENTO DESDE ESA ACTUACIÓN. 
 
De los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 77 de la 
Ley de Amparo, para que tenga plenos efectos la sentencia estimativa de amparo, es decir, la que 
declara que el acto reclamado resulta violatorio del orden constitucional por ser contrario a los 
derechos humanos o las garantías otorgadas para su protección, o porque vulnera la esfera de 
competencia de la autoridad federal, la soberanía de los Estados o la autonomía de la Ciudad de 
México, es necesario vincular a la autoridad responsable para que, en el ámbito de su 
competencia, lleve a cabo la conducta o las actuaciones conducentes para restituir al quejoso en el 
goce del orden constitucional transgredido en su perjuicio. Así, tratándose de actos de autoridad 
positivos, se establece que el efecto de la sentencia es restituir al quejoso en el goce del derecho 
violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, lo cual significa, 
en el caso específico de la diligencia de emplazamiento donde la violación tiene lugar respecto de 
la garantía de audiencia prevista en el artículo 14 constitucional, a que el órgano jurisdiccional 
responsable deje insubsistente la actuación judicial viciada y los actos posteriores, y reponga u 
ordene reponer el procedimiento para conducirlo hasta su conclusión según las leyes que lo rigen. 
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COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, AL PREVER COMO CONDICIÓN PARA LA CONDENA A SU PAGO "QUE FUERE 
CONDENADO POR DOS SENTENCIAS CONFORMES DE TODA CONFORMIDAD", IMPLICA 
LA OBLIGACIÓN DE QUE AMBOS FALLOS PRESENTEN IDENTIDAD EN SU PARTE 
RESOLUTIVA. 
 
El precepto citado establece que el que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda 
conformidad en su parte resolutiva siempre será condenado en costas abarcando la condena 
ambas instancias, lo que implica la obligación de que ambos fallos presenten identidad en su parte 
resolutiva, esto es, que el fallo de segunda instancia confirme el de primera, pues ante cualquier 
motivo de modificación o revocación del primero, no puede colmarse dicha condición de identidad, 
lo que es acorde con la intención de esa medida legislativa, que busca condenar en costas al 
apelante que obligue a su contraparte a acudir a la segunda instancia de manera injustificada, esto 
es, por ser infructuoso el litigio de esa instancia al quedar en los mismos términos la sentencia de 
primer grado, pero si se cambia el sentido de ésta -en su parte resolutiva-, aunque sea 
mínimamente, se justifica haber exigido la intervención judicial de alzada, pues ésta fue necesaria 
para corregir o enmendar algún error de hecho o de derecho en que se incurrió en la primera 
instancia. 
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COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES IMPROCEDENTE LA CONDENA A SU 
PAGO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, EN 
LOS CASOS EN QUE, AUN CUANDO PROCEDA LA ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA, EL JUEZ 
OFICIOSAMENTE REDUCE EL PAGO DE LOS INTERESES MORATORIOS POR 
CONSIDERARLOS USURARIOS, SIN QUE SEA RELEVANTE QUE EL DEMANDADO HAYA 
COMPARECIDO O NO AL JUICIO. 
 
Del precepto citado, se advierte que siempre se condenará en costas al que fuese condenado en 
juicio ejecutivo y al que lo intente si no obtiene sentencia favorable. Ahora bien, el término 
"condenado en juicio" alude a quien no obtuvo sentencia benéfica, ya sea el actor o el demandado; 
mientras que la expresión "no obtiene sentencia favorable" se refiere a la derrota o condena total, 
es decir, absoluta. En ese sentido, cuando en un juicio ejecutivo mercantil, la parte actora se 
beneficia de la procedencia de la acción cambiaria directa y, en su caso, demás prestaciones 
reclamadas, exactamente en los mismos términos en que fueron planteadas en la demanda, 
procede la condena en costas en términos del artículo 1084, fracción III, del Código de Comercio, 
pues se está ante una condena total. Ahora bien, cuando en la sentencia respectiva el juez, de 
manera oficiosa, reduce el monto de la suerte principal o de las prestaciones accesorias 
reclamadas, se está ante una condena parcial, pues se justificó la intervención judicial y puede 
considerarse que el actor no obtuvo plenamente una sentencia favorable, ni el demandado fue 
totalmente derrotado, ya que este último, con la reducción del monto a pagar con respecto a lo 
reclamado, obtuvo también una sentencia favorable. Así, si en un juicio ejecutivo mercantil, aun 
cuando procedió la acción cambiaria directa, el juez, en ejercicio del control convencional ex officio, 
reduce el pago de los intereses moratorios por considerarlos usurarios, no puede condenarse al 
pago de costas conforme al precepto legal citado, toda vez que la condena no fue total, al haber 
dejado de percibir el actor todo lo que pretendió en los montos que reclamó y al no tener que pagar 
el demandado la totalidad de la cantidad que se le reclamaba por concepto de intereses, sin que 
sea relevante que comparezca a juicio o no el demandado, pues aun si éste no contestó la 
demanda, debe entenderse que la actuación del juzgador constituye una oposición oficiosa a las 
pretensiones del actor. No obstante, este criterio sólo es aplicable en lo que se refiere a la 
improcedencia de la condena en costas en términos del artículo 1084, fracción III, del Código de 
Comercio, pues es posible que se den condiciones que activen la procedencia en términos de una 
diversa fracción del propio precepto, de su primer párrafo, o del artículo 1082 del citado 
ordenamiento, quedando al prudente arbitrio del juzgador determinar lo procedente. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CUANDO EL ACTO 
RECLAMADO CONSISTE EN LA OMISIÓN DEL CONSEJO DE ATENCIÓN Y APOYO A 
VÍCTIMAS DEL DELITO DEL DISTRITO FEDERAL DE EMITIR OPINIÓN RESPECTO DE LA 
PROCEDENCIA O IMPROCEDENCIA DE UNA SOLICITUD DE APOYO ECONÓMICO. SE 
SURTE EN FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO COMPETENTE PARA CONOCER DE MATERIA 
PENAL. 
 
El trámite que se sigue para lograr el pronunciamiento del citado Consejo, respecto de la 
procedencia o improcedencia de conceder un apoyo económico está vinculado con el 
procedimiento penal, al menos, en un aspecto: la identificación de la víctima, pues esa calidad que, 
en principio, se reconoce en aquél, es además indispensable para poder ser beneficiario de las 
prerrogativas que concede la Ley de Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito del Distrito Federal. 
Con base en lo anterior, se concluye que la omisión del Consejo de pronunciarse al respecto debe 
considerarse un acto materialmente penal, aunque formalmente proceda de una autoridad 
administrativa, puesto que esa omisión está conectada funcionalmente con la procedencia o 
improcedencia del apoyo en cuestión, y para emitir un pronunciamiento al respecto, es necesario 
que, a partir del análisis del proceso penal, se emita un juicio respecto del carácter delictivo de 
determinados hechos, se identifique a una persona como víctima u ofendida de los mismos al 
haber resentido un daño por la afectación del bien jurídico tutelado, se examinen la magnitud e 
índole del daño en cuestión, y, entre otras cosas, se constate que ese daño no ha sido reparado 
por el imputado o que no existe una condena a la reparación del mismo; cuestiones que deben 
analizarse con base, precisamente, en la legislación sustantiva en materia penal. Por lo tanto, si el 
artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación atribuye competencia con base 
en la naturaleza penal de los actos, al margen del carácter formal de la autoridad emisora, y 
atendiendo al principio de especialidad que reserva la competencia de los asuntos en función de 
los requerimientos de especialización por materia para juzgarlos, se concluye que el juez de distrito 
competente para conocer de ese acto es el especializado en materia penal. Sin que obste que la 
omisión sea un acto formal, pues no hay ninguna razón para descontextualizar el acto y atribuir la 
competencia a un juez de distrito especializado en distinta materia del que debe conocer del 
pronunciamiento que finalmente se emita; ni tampoco obsta el hecho de que la procedencia del 
apoyo económico no dependa de la identificación y condena del perpetrador, porque, en cualquier 
caso, sí depende de la constatación de la existencia de un delito, de la víctima u ofendido, y de la 
existencia del daño causado y sus características; lo que requiere de un juicio o análisis 
materialmente penal. Conclusión que no prejuzga sobre la procedencia del amparo en cada caso 
concreto. 
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CITATORIO PREVIO A LA DILIGENCIA DE EMBARGO, REQUERIMIENTO DE PAGO Y 
EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES INNECESARIO QUE LO FIRME 
LA PERSONA, DISTINTA AL DEMANDADO, CON QUIEN SE DEJA. 
 
Los artículos 1068, 1055, fracción IV, 1391, 1392 y 1393 del Código de Comercio, vigente hasta la 
reforma de 10 de enero de 2014, y 309, 310, 311 y 317 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria en los términos de los numerales 1054 y 1063 del primer 
ordenamiento señalado, establecen que la notificación al demandado del juicio ejecutivo mercantil 
deberá ser personal. Sin embargo, si el notificador no encuentra al deudor a la primera busca en el 
inmueble señalado por el actor, dejará citatorio, cuya práctica se hará a condición de que se 
encuentre ausente la persona buscada en el domicilio cerciorado y a que se señale hora hábil, 
dentro de un lapso comprendido entre las seis y las setenta y dos horas posteriores, para la 
práctica del emplazamiento. Hecho lo anterior, el notificador únicamente deberá asentar en el 
citatorio relativo: i) que se cercioró de encontrarse en el domicilio del demandado; ii) que no lo 
encontró; iii) que indica hora fija dentro de las seis y setenta y dos horas siguientes para que lo 
espere en el mismo a efecto de llevar a cabo la diligencia de notificación; iv) que dejó el citatorio 
con un pariente, empleado doméstico o con cualquier otra persona que se encontraba en el 
domicilio; y, v) la firma del notificador. Así, toda vez que el citatorio es un mero documento previo a 
la notificación, bastará que contenga los requisitos señalados para ser legal, sin necesidad de 
elementos adicionales tales como la firma de la persona con la cual se dejó el documento previo a 
la diligencia del embargo, requerimiento de pago y emplazamiento al juicio ejecutivo mercantil, 
pues ello sólo es indispensable al momento de llevar a cabo la notificación. En ese sentido, al no 
ser obligatorio el requisito señalado, se torna innecesario que el actuario lleve a cabo 
circunstanciación alguna relacionada con la firma de la persona con la que se deja el citatorio. 
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CAUSAHABIENTE PROCESAL. CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER UNA 
EXCEPCIÓN PERENTORIA QUE TENGA COMO ÚNICA FINALIDAD LA DECLARATORIA DE 
PRESCRIPCIÓN DE EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA QUE DERIVA DE UN JUICIO CUYA 
MATERIA ES UNA ACCIÓN PERSONAL. 
 
La transmisión de la titularidad de un bien inmueble que se encuentra sujeto a una medida cautelar 
como el embargo durante un litigio derivado de una acción personal no provoca que el nuevo 
propietario del bien suceda o se subrogue en la parte demandada en dicho juicio. Primero, porque 
la pretensión del juicio está dirigida a ser satisfecha por la persona o personas demandadas en 
concreto (contrario a lo que sucede en una acción real) y el embargo del inmueble sólo funciona 
como una medida cautelar y, segundo, ya que al transmitirse la propiedad del bien embargado se 
actualiza la denominada causahabiencia de orden procesal, cuya propia naturaleza conlleva a que 
el causahabiente detenta la carga de acatar lo resuelto en el juicio seguido en contra de su 
causante y, consiguientemente, responderá de la obligación garantizada con el bien hasta donde 
éste alcance, con independencia de que no se le haya llamado al juicio. No se trata de una cesión 
de deuda, sino la causahabiencia procesal de una garantía. Por ello, el causahabiente carece de 
legitimación para interponer la excepción perentoria de prescripción de la ejecución de la sentencia 
que tenga como única finalidad que se declare judicialmente la terminación del tiempo para exigir la 
ejecución de las prestaciones concedidas en dicho fallo, al no tener interés directo en el 
acreditamiento o no de las prestaciones demandadas. Tal situación, toda vez que en ese supuesto 
la excepción de prescripción se dirige a impedir la ejecución de la sentencia con cualquier bien y no 
sólo con el embargado, lo que afecta en realidad las prestaciones conferidas por el juzgador a partir 
de una acción personal. Al causahabiente le corresponden derechos en defensa exclusiva del bien 
sujeto a la medida cautelar. 
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AMPARO DIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ QUE DESECHA O NO 
ADMITE UNA DEMANDA O POR LA QUE SE NIEGA A CONOCERLA Y LA DEVUELVE AL 
ACTOR, POR ESTIMAR QUE CARECE DE COMPETENCIA LEGAL, SIN DECLINARLA EN 
FAVOR DE OTRO ÓRGANO JURISDICCIONAL, AL TRATARSE DE UNA RESOLUCIÓN QUE 
PONE FIN AL JUICIO. 
 
El artículo 107, fracción VIII, de la Ley de Amparo establece la procedencia del juicio de amparo 
indirecto contra actos de autoridad que determinen inhibir o declinar la competencia o el 
conocimiento de un asunto. Ahora bien, para que se actualice este supuesto, en relación con la 
resolución por la que el a quo no admite o se niega a conocer de una demanda, por estimar que 
carece de competencia legal para ello, es necesario que se decline la competencia en favor de otro 
órgano, ya que este supuesto produce los mismos efectos que la excepción de incompetencia por 
declinatoria, pues quedará supeditada a que el juez declinado acepte o rechace la competencia 
declinada, cuya decisión (con la que adquiere carácter de definitiva) será determinante para 
combatir la resolución de aceptación de la declinación de competencia, a través del amparo 
indirecto, previa observancia del principio de definitividad. Sin embargo, la resolución del juez que 
desecha o no admite una demanda o por la que se niega a conocerla y la devuelve al actor, por 
estimar que carece de competencia legal, sin que decline su competencia en favor de algún órgano 
jurisdiccional, constituye una resolución que pone fin al juicio, pues sin decidir el conflicto jurídico 
de fondo, lo da por concluido; de ahí que contra dicha decisión proceda el amparo directo, en 
términos de los artículos 107, fracciones III, inciso a), y V, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como 34 y 170, fracción I, de la Ley de Amparo, sujetándose igualmente al 
principio de definitividad. 
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ABUSO DE CONFIANZA EQUIPARADO. EL ENDOSATARIO EN PROCURACIÓN DE UN 
TÍTULO DE CRÉDITO QUE PROMUEVE UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL, ESTÁ 
LEGITIMADO PARA FORMULAR LA QUERELLA RESPECTIVA, EN REPRESENTACIÓN DE SU 
ENDOSANTE (LEGISLACIONES DE BAJA CALIFORNIA SUR, GUANAJUATO Y NUEVO 
LEÓN). 
 
Los artículos 226, fracción II, abrogado, 278 abrogado y 388, fracción I, de los Códigos Penales de 
las citadas entidades federativas, coinciden en sancionar como abuso de confianza equiparado, al 
que disponga del bien mueble embargado que se le entregó en depósito o no lo entregue al ser 
requerido formalmente; delito que se persigue a petición de parte ofendida en las tres legislaciones 
señaladas. Asimismo, los artículos 234, tercer párrafo, 112 y 130 de las legislaciones adjetivas de 
la materia en dichas entidades, establecen que la querella podrá formularla un representante del 
ofendido, a condición de que cuente con: i) poder general para pleitos y cobranzas con cláusula 
especial, ii) poder general con cláusula especial o poder especial para formular querella, o iii) poder 
general para pleitos y cobranzas sin necesidad de contar con cláusula especial, en cada caso. En 
ese sentido, el endosatario en procuración del título de crédito que promovió un juicio ejecutivo 
mercantil, está legitimado para formular querella, en representación de su endosante, por la 
comisión del referido delito, contra la persona a quien se le entregó en depósito un bien mueble 
embargado y dispone de ese objeto o no lo entrega al ser requerido formalmente, ya que esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir la jurisprudencia 1a./J. 
101/2009, (1) sostuvo que conforme al artículo 35 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, el endosatario en procuración es un mandatario del endosante, que cuenta con todas las 
facultades generales y especiales para pleitos y cobranzas, a fin de emprender los actos 
necesarios para conseguir el pago del numerario prescrito en el documento crediticio. Así, con el 
endoso en procuración se acredita el requisito de procedibilidad exigido en las normas procesales, 
en la medida en que la presentación de la querella se traduce en la remoción de un obstáculo que 
impide la obtención del pago, pues la eventual condena a la reparación del daño por la comisión del 
abuso de confianza equiparado, implica que el depositario restituya el bien mueble embargado de 
que dispuso o su valor equivalente al juicio respectivo, esto es, lo coloca nuevamente en la 
posibilidad de hacer efectiva la garantía de pago que constituye el bien embargado. 
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RENTA. LOS ARTÍCULOS 44 Y 45, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, NO VULNERAN EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA PROPIEDAD. 
 
Los preceptos citados, al establecer, respectivamente, que las personas morales determinarán, al 
cierre de cada ejercicio, el ajuste anual por inflación, y que no se considerará como crédito al 
"efectivo en caja", para efectos de dicho ajuste, no vulneran el derecho fundamental a la propiedad, 
el cual constituye la prerrogativa de los sujetos a poder apropiarse de bienes y disponer de ellos, 
sin que guarde vínculo alguno con el efecto inflacionario del efectivo en caja. En ese sentido, no 
puede alegarse la vulneración al derecho referido por el hecho de que el legislador haya o no 
expuesto por qué debía excluirse el efectivo en caja del ajuste anual por inflación, pues en materia 
del impuesto sobre la renta, su objeto recae en los ingresos, como manifestación de la modificación 
positiva en el patrimonio, por lo que no puede colegirse que éste tiene el mismo significado que el 
derecho a la propiedad privada, ya que éste se refiere a la posibilidad de apropiarse de las cosas, 
mientras que el primero al cúmulo de bienes, derechos, obligaciones y cargas, y es sobre éste que 
el legislador se fija para el establecimiento de contribuciones. Además, el supuesto previsto en el 
artículo 45, párrafo segundo, fracción VII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta no constituye una 
limitante del derecho a la propiedad de los gobernados, pues no se les impide poder apropiarse de 
bienes o disponer de éstos. 
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RENTA. LOS ARTÍCULOS 44 Y 45, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, NO TRANSGREDEN EL DERECHO A UN DESARROLLO INTEGRAL. 
 
Los preceptos citados, al establecer, respectivamente, que las personas morales determinarán, al 
cierre de cada ejercicio, el ajuste anual por inflación, y que no se considerará como crédito al 
"efectivo en caja", para efectos de dicho ajuste, no transgreden el derecho a un desarrollo integral 
reconocido por los artículos 33, 34 y 45 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 
en relación con el diverso 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues 
conforme a la Carta aludida, el desarrollo es responsabilidad de cada país y debe constituir un 
proceso integral y continuo para la creación de un orden económico y social justo, y que la igualdad 
de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del 
ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio 
desarrollo son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral, y que para lograr dichos 
objetivos deben dedicar sus máximos esfuerzos a la consecución de diversas metas básicas, entre 
ellas, la creación de sistemas impositivos adecuados y equitativos; entendiendo al sistema 
impositivo, como el orden jurídico tributario en su integridad, es decir, como un conjunto organizado 
de normas percibido como un resultado total. Así, el derecho al desarrollo integral se refiere a un 
aspecto distinto al hecho de reconocer al "efectivo en caja" un efecto inflacionario y, para ese fin, si 
debe o no integrarse en el ajuste anual por inflación; más bien lo que pretenden tutelar las citadas 
disposiciones internacionales es la creación de órdenes jurídicos que comprendan el cúmulo de 
derechos, obligaciones y procedimientos que conforman el sistema fiscal de un Estado. 
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EFECTIVO EN CAJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 45, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN VII, 
DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. NO CONSTITUYE UN CRÉDITO PARA 
EFECTOS DE DETERMINAR EL AJUSTE ANUAL POR INFLACIÓN, EN VIRTUD DE LA 
RELACIÓN QUE TIENEN EL BANCO DE MÉXICO Y EL TENEDOR DEL DINERO. 
 
Los artículos 1o. y 2o. de la Ley del Banco de México prevén, respectivamente, que el banco 
central será persona de derecho público con carácter autónomo y se denominará Banco de México: 
que tendrá como finalidad proveer a la economía del país de moneda nacional y que, en 
consecución de dicha finalidad, tendrá como objetivo prioritario procurar la estabilidad del poder 
adquisitivo de dicha moneda. Por su parte, el artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados 
Unidos Mexicanos dispone que las únicas monedas circulantes serán los billetes del Banco de 
México y las monedas metálicas; asimismo, el diverso 15 de dicha ley establece que la reserva 
monetaria se destinará exclusivamente a sostener el valor de la moneda nacional. Así, el Banco de 
México, como banco central del país, tiene la obligación de emitir la moneda en circulación y debe 
procurar la estabilidad de su poder adquisitivo a través de una política monetaria eficiente. Por ello, 
para respaldar el valor de la moneda, existe una reserva que se va acumulando para mantenerlo 
estable; lo cual significa que para que las operaciones en todos los niveles económicos puedan 
realizarse con la moneda del curso legal, es la reserva monetaria del Banco de México quien la 
respalda, lo que implica que los billetes y las monedas tienen el valor nominal en ellos designados 
que liberan a un sujeto de una obligación mediante su entrega; por lo que el Banco de México no 
es un deudor de los sujetos tenedores de las monedas metálicas o los billetes en circulación, sino 
que a través de él se permite generar confianza en los sujetos participantes en operaciones 
comerciales o de cualquier otra índole en donde existan de por medio "pesos mexicanos", en 
cuanto a que ese dinero tiene un valor nominal liberatorio por el importe que en los billetes y las 
monedas se indica. Ahora bien, el hecho de que exista una reserva que mantiene estable la 
moneda mexicana, no significa que los tenedores de monedas y billetes puestos a circulación por el 
Banco de México no tienen el derecho de acudir a éste y exigir la entrega de la parte proporcional 
de la reserva monetaria que los respalda, como pasa normalmente con los créditos. De ahí que el 
"efectivo en caja", previsto en el artículo 45, párrafo segundo, fracción VII, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, no constituye un crédito para efectos de determinar el ajuste anual por inflación, en 
virtud de la relación que tienen el Banco de México y el tenedor del dinero, pues esa relación no 
demuestra que el efectivo constituya por sí mismo un crédito. 
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EFECTIVO EN CAJA. EL HECHO DE QUE NO SE CONSIDERE COMO UN CRÉDITO PARA 
EFECTOS DE DETERMINAR EL AJUSTE ANUAL POR INFLACIÓN, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 45, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA, NO IMPLICA UNA TRANSGRESIÓN AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA. 
 
El precepto citado establece que no se considerará como crédito al efectivo en caja, para los 
efectos de determinar el ajuste anual por inflación, al tratarse de cantidades que representan el 
valor monetario con el que cuenta una empresa, lo que implica que el "efectivo en caja" no supone 
la obligación de un sujeto deudor de entregarle a otro sujeto acreedor un importe en numerario 
susceptible de ser afectado por el efecto inflacionario; es decir, no puede considerarse como un 
crédito susceptible de que le impacte de forma negativa o positiva la inflación. Así, el "efectivo en 
caja" de una persona moral no implica una relación en la que el deudor deba entregar dinero al 
acreedor, pues ese concepto sólo es la representación contable del numerario o de las sumas 
dinerarias en una empresa, esto es, son cantidades que una persona moral tiene en su cuenta o 
caja, por lo que no puede considerarse como un crédito. Consecuentemente, el hecho de que no se 
considere como un crédito al "efectivo en caja", para efectos de determinar el ajuste anual por 
inflación, en términos del artículo 45, párrafo segundo, fracción VII, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, no implica una transgresión al principio de proporcionalidad tributaria, contenido en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no 
afecta la capacidad contributiva de los contribuyentes. 
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DERECHO POR LA EMISIÓN O RENOVACIÓN DEL DICTAMEN TÉCNICO SOLICITADO POR 
LOS CENTROS CAMBIARIOS, TRANSMISORES DE DINERO Y SOCIEDADES FINANCIERAS 
DE OBJETO MÚLTIPLE NO REGULADAS PARA OBTENER SU REGISTRO ANTE LA 
COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES. EL ARTÍCULO 29, FRACCIÓN XXVI, DE 
LA LEY FEDERAL RELATIVA QUE LO PREVÉ, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
 
El artículo 81-B de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito 
establece, entre otras cuestiones, que para operar como centro cambiario y como transmisor de 
dinero, las sociedades anónimas deberán registrarse ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, y contar con el "dictamen técnico" favorable a que se refiere el artículo 86 Bis de la propia 
ley; en todo caso, deberán obtener cada 3 años la renovación del registro aludido. Ahora bien, el 
artículo 29, fracción XXVI, de la Ley Federal de Derechos, al establecer que se pagarán derechos 
por el servicio prestado por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, específicamente por el 
estudio, el trámite y, en su caso, la emisión o renovación del dictamen técnico en materia de 
prevención, detección y reporte de actos, omisiones u operaciones que pudiesen ubicarse en los 
supuestos de los artículos 139, 148 Bis o 400 Bis del Código Penal Federal, que soliciten los 
centros cambiarios, los transmisores de dinero y las sociedades financieras de objeto múltiple no 
reguladas para obtener su registro, no vulnera el principio de proporcionalidad tributaria, pues el 
pago de ese derecho se debe a que la emisión o la renovación del dictamen técnico aludido, 
implica un despliegue administrativo de actividades e implementación de sistemas que le permitan 
a la comisión, revisar y verificar la autenticidad de la información que le proporcionan los centros 
cambiarios; no obstante que el servicio público que desarrolla es de carácter simple, pues el actuar 
del órgano desconcentrado es constante, esto es, no se modifica en función del sujeto que solicite 
el servicio, ni del objeto. Así, el proceder del órgano estatal no se relaciona con las operaciones en 
concreto de cada centro cambiario o entidad solicitante del dictamen técnico, sino que está en 
función de la verificación de la idoneidad de los mecanismos, procedimientos, manuales e incluso 
personal de las entidades, dentro de los parámetros fijados por la ley, para blindar a estos centros 
cambiarios a efecto de que, a través de ellos, no se realicen actos y operaciones que pudieran 
implicar la comisión de los delitos de terrorismo, terrorismo internacional u operaciones con 
recursos de procedencia ilícita; por lo que la individualización de su costo no tiene que reflejar una 
graduación en la intensidad del uso del mismo, por el contrario, debe ser fijo, pues en el caso el 
aumento en el uso está en función de las veces en que se actualice el hecho imponible (la emisión 
del dictamen). 
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DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. SU ÁMBITO MATERIAL DE VALIDEZ A 
PARTIR DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011. 
 
El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante 
decreto publicado en el citado diario, al establecer que todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en el propio texto constitucional y en los tratados internacionales de los que 
el Estado Mexicano sea parte, modificó sustancialmente el contenido de los derechos protegidos 
constitucionalmente, incluido el de igualdad, el cual es un principio adjetivo que se predica siempre 
de algo y que, por tanto, se define y actualiza progresivamente a través del tiempo y a la luz de una 
multiplicidad de factores sociales, culturales, económicos, políticos, entre otros. 
Consecuentemente, si bien es cierto que el concepto jurídico de igualdad desde un punto de vista 
abstracto se encontraba presente desde antes de dicha reforma constitucional, también lo es que 
sus condiciones de aplicación y supuestos de protección se han ampliado significativamente con el 
contenido de los tratados internacionales; un ejemplo de ello lo constituye la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, que establece criterios 
específicos para verificar si existe o no discriminación, los cuales complementan materialmente a 
los preceptos constitucionales. De ahí que, a partir de la citada reforma, cuando se alegue una 
violación al principio de igualdad jurídica, el juzgador no puede desdeñar el texto de los tratados 
internacionales que hacen referencia a la igualdad y a la prohibición de discriminación, sino que 
debe efectuar el escrutinio de constitucionalidad correspondiente teniendo como ámbito material de 
validez a la Constitución y a los diferentes tratados ratificados por México, máxime cuando ese 
análisis ha sido solicitado por el quejoso. 
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DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. RECONOCIMIENTO DE SU DIMENSIÓN 
SUSTANTIVA O DE HECHO EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO. 
 
El derecho humano a la igualdad jurídica ha sido tradicionalmente interpretado y configurado en el 
ordenamiento jurídico mexicano a partir de dos principios: el de igualdad ante la ley y el de igualdad 
en la ley (los cuales se han identificado como igualdad en sentido formal o de derecho). El primer 
principio obliga, por un lado, a que las normas jurídicas sean aplicadas de modo uniforme a todas 
las personas que se encuentren en una misma situación y, a su vez, a que los órganos 
materialmente jurisdiccionales no puedan modificar arbitrariamente sus decisiones en casos que 
compartan la misma litis, salvo cuando consideren que deben apartarse de sus precedentes, 
momento en el que deberán ofrecer una fundamentación y motivación razonable y suficiente. Por lo 
que hace al segundo principio, éste opera frente a la autoridad materialmente legislativa y tiene 
como objetivo el control del contenido de la norma jurídica a fin de evitar diferenciaciones 
legislativas sin justificación constitucional o violatorias del principio de proporcionalidad en sentido 
amplio. No obstante lo anterior, debe destacarse que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos no es ciega a las desigualdades sociales, por lo que contiene diversas protecciones 
jurídicas a favor de grupos sujetos a vulnerabilidad, a través, por ejemplo, de manifestaciones 
específicas del principio de igualdad, tales como la igualdad entre el varón y la mujer (artículo 4o., 
párrafo primero) y la salvaguarda de la pluriculturalidad de los pueblos indígenas de manera 
equitativa (artículo 2o,. apartado B). Así, la igualdad jurídica en nuestro ordenamiento constitucional 
protege tanto a personas como a grupos. De ahí que se considere que el derecho humano a la 
igualdad jurídica no sólo tiene una faceta o dimensión formal o de derecho, sino también una de 
carácter sustantivo o de hecho, la cual tiene como objetivo remover y/o disminuir los obstáculos 
sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra índole que impiden a ciertas personas 
o grupos sociales gozar o ejercer de manera real y efectiva sus derechos humanos en condiciones 
de paridad con otro conjunto de personas o grupo social. 
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DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. DIFERENCIAS ENTRE SUS MODALIDADES 
CONCEPTUALES. 
 
El citado derecho humano, como principio adjetivo, se configura por distintas facetas que, aunque 
son interdependientes y complementarias entre sí, pueden distinguirse conceptualmente en dos 
modalidades: 1) la igualdad formal o de derecho; y, 2) la igualdad sustantiva o de hecho. La 
primera es una protección contra distinciones o tratos arbitrarios y se compone a su vez de la 
igualdad ante la ley, como uniformidad en la aplicación de la norma jurídica por parte de todas las 
autoridades, e igualdad en la norma jurídica, que va dirigida a la autoridad materialmente legislativa 
y que consiste en el control del contenido de las normas a fin de evitar diferenciaciones legislativas 
sin justificación constitucional o violatorias del principio de proporcionalidad en sentido amplio. Las 
violaciones a esta faceta del principio de igualdad jurídica dan lugar a actos discriminatorios 
directos, cuando la distinción en la aplicación o en la norma obedece explícitamente a un factor 
prohibido o no justificado constitucionalmente, o a actos discriminatorios indirectos, que se dan 
cuando la aplicación de la norma o su contenido es aparentemente neutra, pero el efecto o su 
resultado conlleva a una diferenciación o exclusión desproporcionada de cierto grupo social, sin 
que exista una justificación objetiva para ello. Por su parte, la segunda modalidad (igualdad 
sustantiva o de hecho) radica en alcanzar una paridad de oportunidades en el goce y ejercicio real 
y efectivo de los derechos humanos de todas las personas, lo que conlleva que en algunos casos 
sea necesario remover y/o disminuir los obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de 
cualquier otra índole que impidan a los integrantes de ciertos grupos sociales vulnerables gozar y 
ejercer tales derechos. Por ello, la violación a este principio surge cuando existe una discriminación 
estructural en contra de un grupo social o sus integrantes individualmente considerados y la 
autoridad no lleva a cabo las acciones necesarias para eliminar y/o revertir tal situación; además, 
su violación también puede reflejarse en omisiones, en una desproporcionada aplicación de la ley o 
en un efecto adverso y desproporcional de cierto contenido normativo en contra de un grupo social 
relevante o de sus integrantes, con la diferencia de que, respecto a la igualdad formal, los 
elementos para verificar la violación dependerán de las características del propio grupo y la 
existencia acreditada de la discriminación estructural y/o sistemática. Por lo tanto, la omisión en la 
realización o adopción de acciones podrá dar lugar a que el gobernado demande su cumplimiento, 
por ejemplo, a través de la vía jurisdiccional; sin embargo, la condición para que prospere tal 
demanda será que la persona en cuestión pertenezca a un grupo social que sufra o haya sufrido 
una discriminación estructural y sistemática, y que la autoridad se encuentre efectivamente 
obligada a tomar determinadas acciones a favor del grupo y en posibilidad real de llevar a cabo las 
medidas tendentes a alcanzar la igualdad de hecho, valorando a su vez el amplio margen de 
apreciación del legislador, si es el caso; de ahí que tal situación deberá ser argumentada y probada 
por las partes o, en su caso, el juez podrá justificarla o identificarla a partir de medidas para mejor 
proveer. 
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CENTROS CAMBIARIOS. LOS ARTÍCULOS 81-B Y TRIGÉSIMO TRANSITORIO, FRACCIÓN 
XIII, DE LA LEY GENERAL DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL 
CRÉDITO, VIGENTE A PARTIR DE 2014, NO VULNERAN EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. 
 
El mencionado artículo 81-B establece como requisito para que los centros cambiarios y 
transmisores de dinero obtengan su registro ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
contar con un dictamen técnico emitido por dicho organismo, en materia de prevención, detección y 
reporte de actos, omisiones u operaciones que pudiesen ubicarse en los supuestos de los artículos 
139, 148 Bis o 400 Bis del Código Penal Federal. Ahora bien, el hecho de que conforme a lo 
dispuesto en el diverso Trigésimo Transitorio, fracción XIII, de la Ley de la materia, los centros 
cambiarios que se encontraban ya registrados, gozarán de un plazo de doscientos cuarenta días 
naturales a partir de la entrada en vigor de la citada reforma del mismo, para solicitar la renovación 
de su registro o de lo contrario, lo perderían por ministerio de ley; en tanto que los centros 
cambiarios de nueva creación, registrados conforme al tercer párrafo del artículo 81-B reformado, 
deberán obtener la renovación de dicho registro cada tres años, en términos de las disposiciones 
de carácter general que para esos efectos se emitan; no transgrede el principio de igualdad ante la 
ley, toda vez que el parámetro de comparación entre los mismos no es adecuado, en la medida en 
que versa sobre supuestos de hecho que no son homologables, pues las sociedades que ya 
contaban con el registro ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para operar como 
centros cambiarios no se sometieron a las nuevas medidas de vigilancia -las contempladas en el 
artículo 81-B- sino que lo obtuvieron al amparo de las disposiciones anteriores a la reforma de diez 
de enero de dos mil catorce; de ahí que, no se encuentran en la misma situación que aquellas que 
obtuvieron su registro al amparo de las nuevas disposiciones y que forzosamente tuvieron que 
cumplir con los nuevos requisitos, incluido el dictamen técnico a que se refiere el artículo 86 Bis de 
la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. 
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CENTROS CAMBIARIOS. LOS ARTÍCULOS 81-B DE LA LEY GENERAL DE 
ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO Y TRIGÉSIMO, FRACCIÓN 
XIII, DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS, REFORMADA MEDIANTE DECRETO 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE ENERO DE 2014, NO 
VIOLAN EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 
 
El artículo 81-B citado establece, entre otras cuestiones, que para operar como centro cambiario y 
como transmisor de dinero, las sociedades anónimas deberán registrarse ante la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores y contar con el dictamen técnico favorable a que se refiere el 
artículo 86 Bis de la propia ley; en todo caso, deberán obtener cada 3 años la renovación del 
registro aludido. Por su parte, el artículo trigésimo, fracción XIII, mencionado, señala que los 
centros cambiarios y los transmisores de dinero que ya se encontraban registrados ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, tienen un plazo de 240 días naturales a partir de la 
entrada en vigor del Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposiciones en materia 
financiera y se expide la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014, para solicitar la renovación de su registro, para lo 
cual deben tramitar y obtener el dictamen técnico referido, con la consecuencia de perder su 
carácter de centro cambiario o transmisor de dinero por ministerio de ley, en caso de 
incumplimiento. Ahora bien, los artículos indicados no violan el principio de irretroactividad de la ley, 
contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues 
dichas exigencias rigen a futuro y a todos los centros cambiarios por igual, además de que el 
legislador no está obligado a mantener siempre las mismas reglas de autorización y funcionamiento 
de éstos, como de ninguna otra entidad en materia de derecho público. Ello, porque la obtención de 
dicho registro es un acto administrativo regulado en la Ley del Mercado de Valores y en la Ley 
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, normatividad que está sujeta a 
reformas y modificaciones, según lo exijan el interés público y la dinámica legislativa y 
administrativa, por ello, no existe un derecho adquirido o patrimonio del concesionario. Además, 
siguiendo la teoría de los componentes de la norma, la modificación a los requisitos para obtener 
dicho registro no está afectando el supuesto ni su consecuencia ya consumada, por el contrario, 
opera hacia el futuro, pues una vez que se actualicen los supuestos de la norma vigente, esto es, 
que se cumplan los requisitos que prevé, se producirá la consecuencia derivada de ello, que es 
obtener el registro al amparo de las nuevas disposiciones. 
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